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INFORME NACIONAL:  C H I L E
(Punto 3.c del temario)

INFORME NACIONAL SOBRE LA SITUACION DE LAS MUJERES EN CHILE

La evolución experimentada en esta década ha colocado a Chile en tercer  lugar en América Latina en términos de Producto Interno Bruto por habitante, después de Argentina y Uruguay, y en el lugar Nº 38 del mundo y Nº 2 de América Latina en términos de desarrollo humano, medido por el índice del PNUD para 1998, según se consigna en su informe del 2000. Al considerar el índice de desarrollo relativo al género, Chile casi se mantiene en el mismo lugar, ocupando el Nº 39, pero en el índice de potenciación de género, que considera variables de participación relativa por sexo en puestos administrativos y ejecutivos, en empleos profesionales y técnicos, en el número de escaños parlamentarios y en el ingreso global, Chile desciende al lugar 51. 

Por otra parte, el PNUD informa que mientras el PIB per cápita general en el país es de U$ 8.787, el PIB per cápita de las mujeres sólo alcanza los U$ 4.011, lo que refleja tanto la brecha salarial entre hombres y mujeres como la segmentación laboral que concentra a las mujeres en ocupaciones peor remunerados que los hombres.

En la práctica laboral existen varios factores que obstaculizan la igualdad de oportunidades para las mujeres. Un grupo de factores se refiere al tipo de empleo al que acceden las mujeres. Aunque la tasa de participación femenina ha crecido del 31.1% en 1990 al 38.8% en 1998 (CASEN 1998), el empleo femenino se encuentra fuertemente segregado. Este se concentra en ciertas áreas, especialmente el comercio y los servicios comunales, sociales y personales, con una menor participación en las actividades de la industria manufacturera, minera, eléctrica y de agua y un nivel aún menor en los rubros de la construcción y del transporte. Por otra parte, al considerar la precariedad y calidad del empleo, las mujeres acceden relativamente más que los hombres a trabajos en el sector no estructurado o de baja productividad (42.7% y 34.3% para mujeres y hombres en 1998, CASEN),
 generalmente menos protegido y con ingresos medios inferiores a los del sector estructurado. Estos fenómenos responden en gran medida a los estereotipos sexuales, que llevan a las mujeres a desempeñarse en actividades que se ven como una extensión de su rol tradicional en el hogar, estando a cargo del cuidado de otros, como ocurre en los sectores de salud y educación.

La legislación chilena presume que todo asalariado está cubierto por un contrato de trabajo, haya sido éste explicitado o no, sin embargo, el trabajo asalariado también presenta formas precarias y existe una brecha en contra de las mujeres en cuanto a la cobertura de contrato laboral con 72.4% frente a 76.9% de sus pares masculinos (CASEN 1998).

Además del tipo de empleo al que acceden las mujeres, otra de las principales formas en que se manifiesta la discriminación en contra de las trabajadoras es aquella causada por la asignación sociocultural, en exclusiva, de las responsabilidades familiares, especialmente cuando tienen hijos/as, lo que junto a la posibilidad de embarazo, se utiliza en la práctica como argumentos para justificar la asignación de menores remuneraciones, la negación de oportunidades de ascenso o capacitación e incluso para discriminarlas al momento de la selección para un puesto de trabajo. Frente a esta situación, en 1998 se promulgó la Ley Nº 19.591 que modificó el Código del Trabajo, prohibiendo condicionar el acceso, movilidad, ascensos y renovación del empleo a las mujeres a la inexistencia de embarazo, con lo que legalmente se termina con la práctica de exigir un test de embarazo a las trabajadoras como un requisito para iniciar una relación laboral.

Otra forma de discriminación es el acoso sexual, que además de afectar seriamente la dignidad de las trabajadoras y el clima laboral, llega en muchas ocasiones a provocar la pérdida o el abandono del empleo.
 Esta situación todavía no se encuentra expresamente contemplada y sancionada en la legislación. El proyecto que sanciona el acoso sexual nació como Moción Parlamentaria en 1994. Recientemente se aprobó la idea de legislar en la Comisión de Trabajo, con lo que se inicia la discusión del articulado.

Las trabajadoras se concentran en el sector de servicios y restaurantes donde tienen largas jornadas de trabajo, donde especialmente en el comercio, lo que sumado al traslado desde y hacia su residencia y la carga de trabajo doméstico hacen que su tiempo libre sea prácticamente inexistente. La Ley 19.482 del 3 de diciembre de 1996, amplía el tipo de faenas en las que, no teniendo descanso dominical, existe la obligación de otorgar a sus trabajadores/as un día domingo de descanso al mes, como una forma inicial de asegurarles un mínimo descanso y la posibilidad de compartir con su familia. Los horarios continuos de atención en los centros comerciales y otros establecimientos, que imponen jornadas mayores a las 8 horas legales, afectan el pleno ejercicio del descanso dominical y deterioran crecientemente las condiciones de trabajo.

Las trabajadoras de servicio doméstico habían sido excluidas de la protección legal general a los trabajadores, hasta que la Ley 19.250 del 30 de septiembre de 1993, estableció la jornada legal y el ingreso mínimo para la trabajadora de casa particular.

Este año se estableció la Comisión de Derechos Fundamentales en la Empresa, instancia de diálogo tripartito coordinada por el Ministerio del Trabajo con el objetivo de lograr un mayor grado de respeto a  estos derechos, en la que participa SERNAM.

· Reformas legales desde 1998

Ley de Filiación (Octubre de 1998): Elimina todo tipo de discriminación entre los hijos nacidos dentro del matrimonio de sus padres y los nacidos fuera, otorgándole a éstos últimos, iguales derechos alimenticios, hereditarios y representación legal. Por otra parte, consagra el principio de la libre investigación de la paternidad, para lo cual se admiten todo tipo de pruebas incluidas las biológicas. Esto representa un cambio de orientación desde una norma que dejaba el reconocimiento de la paternidad prácticamente sujeto a la voluntad del padre, a otra que pretende proteger a todos los hijos por igual, resguardándolos de las consecuencias de la posible inacción del padre a través de su reconocimiento judicial.

Modificación al Código del Trabajo para protección a la maternidad (Noviembre de 1998): Amplía la cobertura de sala-cuna a todas las empresas de más de 20 trabajadoras aún cuando éstas no se desempeñen en el mismo establecimiento, 

Ratificación de la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, Belem do Pará, publicada en noviembre de 1998

Ratificación de los  Convenios 103 y 156 de la OIT, sobre protección a la maternidad y responsabilidades familiares compartidas, publicados en marzo de 1999

Modificación a Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades (marzo de 1999): Incorpora dentro de las funciones que podrían desempeñar las municipalidades, la de promoción de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.

Reforma Constitucional (Junio de 1999): Modifica el artículo 1º señalando que “las personas” y no “los hombres” nacen libres e iguales en dignidad y derechos. Además agrega en la garantía constitucional de igualdad ante la ley (art. 19 Nº2 inciso 1º) una parte final que establece explícitamente que “hombres y mujeres son iguales ante la Ley”

Ley Nº 19.670 (Abril de 2000): Modifica las normas del Código del Trabajo relativas al fuero maternal, extendiendo dicho beneficio a los adoptantes de menores, hombres y mujeres, solteros o viudos, y también otorgándole fuero al padre, en caso de muerte de la madre en el parto o durante el postnatal, 

Ley Nº 19.688 (Agosto de 2000): Modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza prohibiendo la discriminación contra las alumnas por razones de embarazo o maternidad
· El Gobierno del Presidente Ricardo Lagos

En el ámbito de Naciones Unidas, el Gobierno de Chile fue el primero en firmar el Protocolo Facultativo a la Convención para la Eliminación de Toda Forma de Discriminación contra la Mujer, en Diciembre de 1999. Este permite a las mujeres que hayan sido víctimas de la violación de algunos de los derechos reconocidos en la convención presentar un reclamo ante el Comité de Expertas. 

El Gobierno del Presidente Lagos ha fortalecido la voluntad, ya expresada en los anteriores, de lograr el pleno ejercicio de los derechos de las mujeres, lo que se ha manifestado en la alta representación de mujeres en altos cargos públicos, alcanzando un tercio de los puestos tanto de Ministras y Subsecretarias como de Intendentas y Gobernadoras.

Con la nueva Ministra Directora Sra. Adriana Delpiano, el Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) ha organizado su labor principalmente en torno a ciertos ejes: prevención de la violencia intrafamiliar, en cumplimiento de la Convención de Belem do Pará, y del embarazo no deseado.

El 27 de agosto se cumplirán 6 años de promulgación de la Ley sobre Violencia Intrafamiliar. Durante estos años, se ha logrado un creciente consenso en el país al considerar que éste es un problema social que hay que abordar integralmente y por parte de toda la sociedad. Nuestra policía, Carabineros de Chile y en especial la Dirección de Protección Policial de la Familia, a cargo de la primera mujer con grado de General de América Latina. Sra. Mireya Pérez, se han destacado al desarrollar una amplia campaña de información y sensibilización sobre la violencia intrafamiliar. Actualmente, este problema se ha incorporado como tema nacional incluyéndolo además en el ámbito de la seguridad ciudadana y del respeto a los derechos humanos de las mujeres. Las acciones futuras se dirigirán a reforzar las propuestas de prevención, continuando el trabajo en educación para la resolución no violenta de conflictos y a lograr tener Centros de Atención en cada una de las regiones del país para el 2001. 

En el tema de embarazo no deseado se ha iniciado el diseño de una estrategia entre los Ministerios de Educación, Salud y SERNAM para fortalecer el trabajo conjunto con un enfoque integral. Esto constituye un paso más en las acciones multisectorial alcanzadas con las JOCCAS (Jornadas Comunitarias de Conversación sobre Afectividad y Sexualidad) durante los últimos años.

Por otra parte, se articuló como eje el logro de la autonomía económica de las mujeres a través de la incorporación al trabajo asalariado en mejores condiciones y del desarrollo de inciativas productivas propias, que se relaciona con la prioridad otorgada por el Gobierno a solucionar el problema del desempleo. 

El trabajo transversal y coordinación intersectorial del SERNAM dentro del sector público será reforzado con una campaña de difusión de derechos de las mujeres.

El SERNAM ha desarrollado el segundo Plan de Igualdad de Oportunidades 2000-2010 que constituye una herramienta que se extiende como orientación de las políticas públicas más allá de un período de gobierno, con el propósito de convertirse en una política de Estado. Este representa un avance de institucionalización y continuidad en las políticas dirigidas a lograr una mayor equidad entre hombres y mujeres, que se renueva como instrumento guía para responder a los desafíos que presenta este nuevo período.
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� . En este caso, entendemos por sector no estructurado a empleadores y salariados de empresas que emplean menos de 6 personas, a cuenta propia no profesionales ni técnicos, trabajadores del servicio doméstico y familiares no remunerados, de acuerdo a la definición de CEPAL. Las variaciones del índice de diferenciación de género al interior de este sector entre 1990 y 1998, que muestra la disminución de la brecha entre mujeres y hombres, se encuentran en el Informe del Gobierno de Chile sobre los compromisos contraídos en la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer contendidos en la Plataforma de Acción de Beijing, pág. 43.





� María Ester Feres, Directora del Trabajo, presentación de “Acoso sexual en el trabajo. De la impunidad a la acción”, aportes al debate laboral Nº7, pág. 4, agosto 1999.








